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 INTRODUCCIÓN 
   
Resulta importante abordar de manera objetiva la génesis del desplazamiento forzado 
en el país, cuáles son sus causas y consecuencias, teniendo en cuenta, que este es un 
fenómeno que se ha venido presentando en todo el territorio nacional, y especialmente, 
en las regiones más vulnerables  donde no ha existido una presencia eficaz y efectiva 
del Estado. 
 
Cabe resaltar que el conflicto armado interno, ha sido el de más larga duración en 
Latinoamérica, por más de cuatro décadas, ha conllevado a que muchas familias, 
grupos étnicos y personas en condición de vulnerabilidad, hayan abandonado sus 
tierras y bienes para huir del conflicto armado que se presenta par a proteger sus vidas 
y las de sus familias. 
 
Es de señalar también, que éstas comunidades son desplazadas en favor o beneficio 
de quienes ostentan el poder en el territorio mediante el uso de las armas, intimidando, 
amenazando y coaccionando para luego aprovechar los bienes y territorios 
abandonados con el objeto de ser utilizados para construir fortines en donde su mayor 
uso es el narcotráfico en la modalidad de cultivos ilícitos para la producción de 
sustancias estupefacientes, igualmente son utilizados para el entrenamiento militar de 
los grupos ilegales que operan en el territorio. 
 
Actualmente, según la Oficina de la ONU, en Coordinación de Asuntos Humanitarios 
(OCHA) denunció que: “655 indígenas y afrodescendientes del departamento de Chocó 
están resguardados en un refugio por enfrentamientos entre el ELN y otro “grupo 
armado” no identificado.( Cita a Elcolombiano.com). 
 Finalmente, si bien en Colombia  existe un desarrollo normativo como lo son la Ley 975 
de 2005 y la Ley 1148 de 2011,  no se tiene una respuesta eficaz, eficiente y oportuna 
para garantizar a las víctimas los derechos a la verdad, la justicia y la reparación 
integral. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 1. FUNDAMENTACIÓN  DE LA  INVESTIGACIÓN 
 
 
Existen muchas definiciones, tanto nacionales como internacionales, para referirse a la 
"población desplazada". En el caso concreto, y por ser un proyecto basado en la 
jurisprudencia y pronunciamientos nacionales e internacionales, se optará por la 
definición más acertada producto de la normatividad y las leyes colombianas, como  la 
Ley  387 de 1997, según la cual:  
 
Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio 
nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, 
porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personal han sido 
vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de 
las siguientes situaciones: conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, 
violencia generalizada, violaciones masivas de los derechos humanos, infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones 
anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público. 
 
Ahora bien, el tema que nos atañe se  centra específicamente en el Departamento del 
Chocó, para lo cual hallamos como referente contextual el señalamiento hecho por la 
ONU, quien  hizo pública la denuncia de que: 655 indígenas y afrodescendientes del 
departamento de Chocó están resguardados en un refugio por enfrentamientos 
entre el ELN y otro “grupo armado” no identificado. (Cita a Elcolombiano.com).  
 
De acuerdo con la fuente de información de la ONU, los choques afectan a cinco 
comunidades indígenas y tres afrodescendientes que habitan zonas rurales de la 
cuenca del río Purricha, en el municipio de Bajo Baudó, dice la OCHA en un 
comunicado. 
 De igual manera informa la ONU que: “al menos 1.500 personas de la zona sufren 
restricciones a la movilidad y están en riesgo de desplazamiento, por las mismas 
causas”.  
 
Por último hace énfasis la OCHA en que las dificultades de acceso geográfico y la 
debilidad institucional limitan el acceso de los habitantes de la zona a alimentación, 
agua potable, servicios de salud y educación. 
 
De allí, surge la necesidad de analizar la vulneración de los derechos fundamentales de 
la población  desplazada por el conflicto armado específicamente en el Depto. del 
Choco durante los años 2013 a 2015 
 
1.2 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
Existe una efectiva y eficaz implementación de los instrumentos constitucionales 
y legales con los que cuenta el Estado Colombiano para la protección de las 
personas que se encuentran en situación de desplazamiento en el Departamento 
del Chocó como consecuencia del conflicto armado en Colombia? 
 
 
 
 
 
 
 
 2. JUSTIFICACIÓN 
 
La importancia de conocer el marco constitucional, normativo y jurisprudencial de los 
“Derechos fundamentales vulnerados a la población desplazada por el conflicto armado 
en la región amazónica”, recae específicamente en determinar si los instrumentos 
jurídicos con los que cuenta el Estado Colombiano para los cuales pueden apelar las 
víctimas para una eficiente, efectiva y eficaz resolución de sus problemas, siendo 
también de gran importancia que las instituciones encargadas de proteger y garantizar 
esos derechos conculcados cuenten con los mecanismos y sistemas para dar una 
respuesta oportuna a la problemática. 
 
3. OBJETIVOS 
 
3.1. OBJETIVO GENERAL 
 
Determinar la efectividad y eficacia de la implementación de los instrumentos 
constitucionales y legales con los que cuenta el Estado Colombiano para la protección 
de las personas que se encuentran en situación de desplazamiento en el Departamento 
del Chocó,  como consecuencia del conflicto armado en Colombia. 
 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 Desarrollar el concepto del desplazamiento forzado, orígenes, causas y 
consecuencias del mismo en Colombia.  
 Examinar el marco constitucional y legal vigente para la protección, prevención y 
detección de las víctimas del desplazamiento. 
  Reconocer los causas y hechos de vulneración de los derechos fundamentales 
de los desplazados y analizar el impacto social en las víctimas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 4. HIPÓTESIS 
 
 
El fenómeno del desplazamiento en Colombia se presenta porque en el marco del 
conflicto armado los grupos al margen de la ley pretenden usufructuar las tierras y 
bienes de las víctimas para el dominio y control de los territorios. 
 
El desplazamiento se debe a la falta de políticas públicas eficientes que garanticen una 
capacidad de respuesta oportuna a los problemas sociales de la comunidad 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 5. MARCO REFERENCIAL 
 
5.1. MARCO DE ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 
5.1.1. ESTADO DEL ARTE 
 Tesis de grado denominada “El desplazamiento forzado en Colombia: 
Acumulación de capital y exclusión social”,  de Martha Bello, 2003, 
Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador. Se hace referencia a la 
historia colombiana y como esta  ha estado caracterizada por violentos 
procesos de despojo y de expulsión de población indígena, negra y campesina.  
En el cual concluye la doctrinante que este pareciera ser el mecanismo de 
adecuación a las necesidades de producción y acumulación que el capitalismo 
impone y la estrategia de dominación de los diversos sectores que disputan el 
poder, que lejos de obedecer a un modelo de desarrollo pensado en función de 
los intereses de la nación colombiana, se transversa a  los movimientos 
migratorios, la mayoría de ellos involuntarios y violentos, obedecen a las 
necesidades e intereses de quienes han detentado el poder sobre la tierra, el 
poder político y a los intereses de capitales nacionales y transnacionales. 
 
 Monografía de grado titulada “El desplazamiento forzado en Colombia: 
Reinvención de la identidad e implicaciones en las culturas locales y 
nacional”  de Mónica Naranjo Giraldo, 2001.En el cual se muestra, como en 
Colombia, el desplazamiento interno forzado de población es un eje de larga 
duración; se inscribe en una confrontación armada multipolar y diferencial en las 
regiones; las víctimas son diversas: no pertenecen a una etnia, a una religión, a 
una clase o a un grupo social específico. La fragilidad de la Nación, unida a la 
virtualidad de los derechos y a la profunda debilidad de la democracia tiene 
efectos que producen cambios y reestructuraciones en las culturas locales y 
nacionales. 
 
  
Al tiempo, se intensifican las situaciones de exclusión e intolerancia que padecen los 
nuevos desplazados expulsados a las ciudades. Emergen, en consecuencia, luchas 
por reconocimiento del derecho a la nación y a la ciudad, inscritas en una plataforma 
múltiple que debiera ser responsabilidad de todo el país: estabilización 
socioeconómica, reconocimiento social, inclusión política y reparación moral. 
 
 Articulo el Tiempo “Desplazamiento masivo en Choco, tras combates del 
ELN y Gaitanistas”, El tiempo,  Marzo 7 de 2015. Según el artículo alrededor de 
unas 200 familias de cinco comunidades Indígenas y tres afrodescendientes le 
huyeron a las balas en la selva de Bajo  Baudó (Chocó). Demostrando lo anterior 
que el desplazamiento persiste en el territorio nacional, y que pese a diálogos y 
procesos gubernamentales, la situación no mejora. 
 
 Un informe de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, titulado “la desaparición forzada de 
personas en Colombia, Cartilla para la víctima”, primera edición, Bogotá D.C. 
agosto de 2009, en la cual se puede ver en el siguiente aparte el énfasis sobre la 
desaparición forzada, y los indicios sobre identificación de víctimas de 
desaparición forzada de personas, entre otras: 
 
“La desaparición forzada es una violación múltiple y continua de numerosos 
derechos humanos entre ellos, el derecho a la libertad y seguridad personal, el 
derecho a la integridad personal, a un trato humano y a la prohibición de la 
tortura, el derecho al debido proceso a un recurso efectivo y a las garantías 
judiciales, pero sobre todo el derecho a la vida”. (Albaladejo Escribano, 2009: 5-6) 
 
 Informe a cargo del Centro Nacional de Memoria Histórica, titulado “La 
desaparición forzada tomo I: Normas y dimensiones de la desaparición 
forzada en Colombia”. Primera edición, febrero de 2014. En dicho documento 
 obtenido tras la investigación de la desaparición forzada es el resultado de la 
valiosa interlocución de organizaciones de familiares víctimas de desaparición 
forzada y organizaciones defensoras de los derechos humanos. De manera que 
este informe cuenta con experiencias reales, que ayudaron a fortalecer el 
contenido del mismo. 
 
 Organización de Las Naciones Unidas (ONU). Derechos humanos, 
recopilación de instrumentos internacionales. Departamento de información 
pública 1.988. 
 
Ahora bien, en dicho compendio se halla una recopilación de derechos 
internacionales y tratados, los cuales serán de gran valor para la presente 
investigación. 
 
 Monografía de grado titulada “El delito de desaparición forzada en Colombia y 
el deber de garantía del estado”, por María Elena Maya Rico, Monografía 
presentada en la facultad de derecho y ciencias políticas de la Universidad de 
Antioquia, Medellín, 2008. En este trabajo de investigación hace referencia a la 
desaparición forzada de personas, lo que por ende constituye a una de las más 
graves violaciones a los derechos humanos y un ultraje a la dignidad humana, y 
por último lo califica como un crimen internacional. En cuanto a su investigación 
desarrolla una descripción de tipo analítica de las diversas normatividades que 
existen a nivel nacional e internacional sobre la criminalización de la desaparición 
forzada. 
 
 Tesis titulada “Desaparición forzada de personas. Desarrollo del fenómeno y 
respuestas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, por Gabriella 
Citronni, 2003.  Se hace referencia al origen y desarrollo de la práctica de 
desaparición forzada de personas, haciendo énfasis específicamente en América 
Latina en la década de los 70, esto según Ageitos (1987), de manera que esta 
 investigación se encuentra acorde con el tema de estudio, por lo cual se toma 
como referente. 
 
 Monografía de grado titulada “El Estado Colombiano frente al delito de 
desaparición forzada”, por Adolfo Barrera Berrio y Yoan A, Medina Alvis, 
presentada a la facultad de Derecho de la Universidad Militar Nueva Granada, 
2011.  Tratando la desaparición forzada de personas en el cual se evalúan la 
aplicación de la normatividad, la doctrina y la jurisprudencia sobre la 
responsabilidad del estado. 
 
 
5.2. MARCO CONCEPTUAL 
- Conflicto armado Colombiano 
 
- Desplazamiento forzado como estado de cosas inconstitucionales 
 
- Restitución de tierras  
 
5.3. MARCO HISTÓRICO Y CONTEXTUAL 
 
Antecedentes del desplazamiento forzado en Colombia 
Colombia no es ajena al proceso violento de configuración del territorio por parte de las 
colectividades humanas. Los conflictos bélicos ligados a intereses de apropiación y 
explotación económica, así como de control militar (para el tráfico de armas y de 
narcóticos o para tránsito de alimentos y de pertrechos) de territorios claramente 
delimitados por los combatientes, han moldeado nuestra geografía a través del tiempo. 
E inmersa en estas transformaciones se encuentra la expulsión violenta de 
comunidades negras, indígenas, de colonos, de campesinos, y más recientemente, de 
 habitantes de zonas marginales de las grandes ciudades, que ocupaban zonas de 
interés para los grupos armados. 
 
Durante el siglo XIX y comienzos del siglo XX, los conflictos en Colombia mantuvieron 
un fuerte componente de expropiación de las tierras y de las posesiones de los 
contrarios ya vencidos, así como de usurpación de su mano de obra mediante el 
reclutamiento forzado de los peones y aparceros de las haciendas. De igual manera, 
desde la disolución de la Gran Colombia, hasta 1861 las guerras civiles marcaron un 
período importante en la continuidad de la violencia en Colombia, con el 
correspondiente efecto de desplazamiento de miles de personas que huían de la 
violencia. 
 
Desde comienzos del siglo XIX en Colombia se han librado múltiples batallas, guerras y 
confrontaciones de orden nacional, regional y local. Entre ellas vale la pena destacar: 
las guerras de independencia entre 1810 y 1824; en 1829 estalló la guerra en Antioquia, 
dirigida por el General Córdova; en 1830 se libró la guerra contra el Perú y numerosas 
guerras civiles regionales; en el período 1839-41 se libró la guerra de «Los Supremos»; 
entre 1843 y 1850 hubo numerosas asonadas y motines locales y regionales; en 1851 
se alzaron en armas los esclavistas para impedir la abolición de la esclavitud y para 
derrocar al presidente José Hilario López; en 1854 el general José María Meló dio un 
golpe de estado apoyado por los artesanos y las sociedades democráticas, lo que 
produjo la reacción general de la oligarquía y un baño de sangre que concluyó con 
fusilamientos en masa de artesanos y el destierro de más de dos mil de ellos a las 
regiones inhóspitas del Darién; en el período 1859-62 se realizaron muchas guerras 
provinciales cuyo resultado fue el triunfo del federalismo, afianzado a sangre y fuego en 
la guerra de 1876-77; los excesos del sistema federal condujeron a la reacción que se 
conoce con el nombre de "Regeneración Nacional", movimiento liberal-conservador que 
se impuso en la guerra de 1884 y que implemento la constitución de 1886, vigente en 
 Colombia hasta 1991; en 1895 se libró una breve pero sangrienta guerra civil como el 
preludio de la inmensa conflagración de 1899-1908 (Guerra de los Mil Días). 
 
El desarrollo de la guerra de los mil días, tanto en su carácter como en su duración, 
estuvo marcado por la falta de preparación profesional, de armamento y de estrategia 
militar del ejército gubernamental y de las tropas rebeldes, que se organizaron como 
guerrillas. Esto se tradujo en batallas letárgicas ganadas por la mayor capacidad de 
aguante, la disponibilidad de pertrechos y la habilidad para manejar el machete, que se 
convirtió en un arma decisiva y siniestra. La guerra también contó, en ambos bandos, 
con la participación activa de numerosas mujeres, niños y niñas. 
 
Convencidos de la imposibilidad de triunfar, los liberales firmaron, en octubre y 
noviembre de 1902, tres tratados de paz que reconocieron el triunfo del gobierno y 
dieron indulto a los generales rebeldes. No obstante, la guerra fue mantenida durante 
1903. Este inútil conflicto dejó 80.000 colombianos muertos (de una población de 4 
millones) y un país debilitado, lo que facilitó la separación de Panamá*. 
 
Todas estas guerras, conflictos regionales y locales producto de mercados y circuitos 
económicos de la misma envergadura, unidos al comienzo de la penetración y 
explotación de la Quina y el Caucho en el oriente colombiano, así como del tabaco y el 
añil al interior de la frontera agrícola, siempre tuvieron como consecuencia, no bien 
documentada por cierto, innumerables procesos de desplazamiento de poblaciones en 
busca de seguridad hacia zonas no ocupadas del País. Esta población expulsada por 
las guerras, fundó nuevos centros poblados y frentes de colonización en Antioquia, 
Viejo Caldas, Cauca, Tolima y la vertiente cundinamarquesa hacia el Magdalena, entre 
                                                             
* Ver: Berquist, Charles, Café y Conflicto en Colombia (1886-1910), Editorial: Banco de la República/ El 
Áncora Editores 
 
 otros. Así, el proceso general de reconfiguración demográfica y productiva del territorio 
nacional en el Siglo XIX se encuentra íntimamente asociado a los desplazamientos 
forzados producidos por los innumerables conflictos de orden regional y nacional de la 
época*. 
 
Durante el siglo XX, el desplazamiento forzado continua alimentando el proceso de 
ordenamiento regional del País sobre todo a partir de: (i) la conformación de las 
guerrillas liberales que surgen como reacción a la persecución política iniciada por el 
gobierno conservador (1946-1953), (ii) el asesinato del candidato liberal Jorge Eliécer 
Gaitán (Abril 9 de 1948), y que dio origen a una revuelta popular conocida como el 
«Bogotazo», y (iii) a un período largo de violencia liberal - conservadora que dejó un 
saldo de cerca de 300 mil muertos y más de dos millones de personas que tuvieron que 
huir de sus lugares de vivienda*. 
 
Este período quebrantó las características regionales pre-existentes y extendió la 
violencia a grandes áreas del país. Además de la expansión de la gran propiedad, 
numerosas áreas pasaron a ser repobladas por liberales o conservadores, según quien 
ganara en el terreno militar. Cerca de trescientos mil títulos de propiedad cambiaron de 
manos en aquellos años. Fue en ese entonces cuando se produjo la transformación de 
Colombia desde una sociedad rural a una sociedad urbana. Este cambio demográfico 
se produjo a un ritmo mayor que en otras sociedades, especialmente entre los años 
                                                             
* Desafortunadamente en Colombia existen pocos estudios que den cuenta de la articulación entre los 
intereses económicos, los conflictos bélicos y las corrientes de migración y de desplazamiento que se 
generaron regional y nacionalmente para el siglo XIX. 
 
* Ver: Liliana Obregón y María Stavropoulou in "Search of Hope" The Plight of Displaced Colombians, en R.Cohen y F Deng (eds), 
the Forsaken People: Ose Estudies of the internally displaced, Brookings Institution Press, Washington, 1998. 
 
 cincuenta y setenta. Bogotá por ejemplo, pasó de 715.220 habitantes en 1951 a 1.6 
millones en 1964*. 
 
Posteriormente, la economía del narcotráfico marcó un hito en el desarrollo del conflicto 
armado y en la colonización de tierras. Este impuso, en muchas regiones del país, 
reglas de convivencia ante la ausencia del Estado y provocó un aumento significativo 
del fenómeno del desplazamiento. Para 1997 se estimaba que 4 millones de hectáreas 
se encontraban en propiedad de narcotraficantes*, quienes de acuerdo a sus intereses 
realizaban alianzas con grupos paramilitares para contener a la guerrilla, mientras que en 
otras zonas, el sistema tributario que la guerrilla impuso a estas actividades le sirvió 
para financiarse. 
 
En los últimos diez años la magnitud del desplazamiento forzado es creciente, como 
también es mucho más amplio su reconocimiento, la adopción de los avances 
internacionales en el tema y las arduas labores de ONG colombianas y extranjeras para 
visibilizarlo y pedirle al Estado una acción eficiente para su prevención y atención. La 
conciencia sobre la importancia del desplazamiento forzado en las políticas públicas del 
Estado se ha ampliado paralelamente al incremento del fenómeno en extensión 
territorial, en número de municipios afectados y en actores implicados. Colombia es un 
país en donde quedan pocos espacios habilitados para la vida digna, las áreas rurales 
de mayor potencial productivo ya están ocupadas, las restantes son áreas de 
protección ambiental o de grandes pendientes en donde es imposible adelantar un 
desarrollo productivo y familiar aceptable, lo que obliga al desplazado a asumir como 
refugio los barrios marginales de las grandes ciudades. El 63% de las personas y 
                                                             
* Marbel Sandoval, "Desplazados: Una historia sin contar" en Universitas Humanística No 47 Pontificia Universidad Javeriana Bogotá 
1999 
 
*Ver: Jaime Zuluaga Nieto, "Antecedentes y tendencias del desplazamiento forzoso en Colombia", en Carlos Tassara et.al 
(Comp). El desplazamiento por la Violencia en Colombia, Memorias del Foro "Desplazados Internos en Antioquia", Medellín 2 7-
28 de Julio de 1998. 
 hogares desplazados individualmente* a los cuales el Estado tiene la obligación de 
atender, puesto que se encuentran inscritos en el Sistema Único de Registro (SUR) de 
la Red de Solidaridad Social, se encuentran desplazados en 30 ciudades, de las cuales 
una es la Capital de la República, 21 son capitales de departamento, dos son áreas 
conurbadas de grandes ciudades (Soledad y Soacha), tres son grandes ciudades 
prestadoras de servicios de amplias regiones (Turbo, Barrancabermeja y 
Buenaventura), y las tres restantes son centros de recepción de microrregiones de alto 
nivel de expulsión de población desplazada (Carmen de Bolívar, Magangué y Tierralta)*. 
De estas ciudades, 21 tienen más de cien mil habitantes y solamente 7 de ellas tienen 
más de 500 mil habitantes y concentran el 27.5% de las personas desplazadas 
individualmente que deben ser atendidas por el Estado. Es indudable entonces que el 
desplazamiento forzado se origina en áreas rurales del país pero se dirige en una alta 
proporción (63% del desplazamiento individual) hacia las grandes ciudades y las 
capitales de la mayor parte de los departamentos de Colombia. Este fenómeno también 
es demostrado porque la distribución espacial de la población desplazada se encuentra 
más concentrada en estas 30 ciudades que la distribución normal de la población 
colombiana. Es decir que, mientras las 30 ciudades que más reciben desplazados 
solamente representan el 43% de la población colombiana, reciben proporcionalmente 
un tercio más (63%) de la población desplazada proveniente de las áreas rurales (ver 
Cuadro No 1). Las ciudades entonces representan para las familias desplazadas mayor 
protección o, por lo menos, mayor anonimato, mejor información y elevada 
concentración y calidad de servicios sociales en comparación con las áreas de las 
cuales son expulsadas. Desafortunadamente, como se demuestra más adelante, se 
insertan en los sectores sociales con mayores niveles de miseria y de vulnerabilidad de 
las ciudades. 
                                                             
* En esta cifra no se tienen en cuenta los más de 40 mil hogares que se han desplazado de manera masiva en los últimos años y que 
igualmente requieren atención del Estado. 
 
* Ver: Sistema Único de Registro. Red de Solidaridad Social. Informe a 5 de diciembre del 2002. www.red.gov.co 
 
 5.4. MARCO JURÍDICO 
Para la atención y protección a la población en calidad de desplazado se expidió la Ley 
387 de 1.997 y se reglamenta parcialmente con el Decreto 2569 de 12 diciembre de 
2.000, por medio del cual “se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento 
forzado, la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los 
desplazados internos por la violencia en la República de Colombia”. 
 
En los últimos diez años el problema de los desplazados se ha incrementado, pero al 
igual ha crecido la conciencia y las acciones por parte de las Organizaciones No 
Gubernamentales (ONG) Colombianas y extranjeras para su prevención y atención. 
Para ello, la Ley 387 de 1.997 señala que: “El Gobierno Nacional brindará las garantías 
necesarias  a las organizaciones de los desplazados y a las Entidades No 
Gubernamentales que desarrollen acciones en pro de los derechos humanos y de los 
desplazados internos”. 
 
Desde la óptica educativa, la Ley 387 de 1.997 brinda un aporte importante para la 
justificación del proyecto en cuanto a la adopción de programas educativos especiales 
para la población desplazada P.D., en donde expresamente se dispone que: “El 
ministerio de Educación Nacional y las Secretarias de Educación Departamentales, 
Municipales y Distritales, adoptarán programas educativos especiales para las víctimas 
del desplazamiento por la violencia. Tales programas podrán ser de educación básica y 
media especializada y se desarrollarán en tiempos menores y diferentes a los 
convencionales, para garantizar su rápido efecto en la rehabilitación y articulación 
social, laboral y productiva de las víctimas del desplazamiento interno por la violencia”. 
 
La Ley 387 de 1.997 estableció la necesidad de contar con un Plan Nacional de 
Atención a la Población Desplazada, concebido como el instrumento de política pública 
en materia de desplazamiento para las entidades públicas del orden nacional y 
 territorial que desarrollan competencias y para las entidades del sector privado como 
herramienta de intervención y apoyo complementario a las acciones del Estado 
Colombiano. 
 
El 12 de diciembre del año 2.000, se expidió el Decreto 2569, por medio del cual se 
reglamentó el artículo 32 de la Ley 387 de 1.997, con el propósito de evitar la dispersión 
de las instituciones que cuenta con funciones para atender a la población desplazada, 
señalándose que las atribuciones legales de la Red de Solidaridad Social son 
complementarias y afines a las conferidas al Ministerio del Interior, igualmente que en 
relación con la inscripción de la población desplazada por la violencia se delega a la 
Red de Solidaridad Social como la entidad coordinadora del Sistema Nacional de 
Información y Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, entidad que 
deberá efectuar el registro único de población desplazada, constituyéndose entonces 
en la herramienta técnica, que busca identificar a la población afectada por el 
desplazamiento y sus características y tiene como finalidad mantener información 
actualizada de la población atendida y realizar el seguimiento de los servicios que el 
Estado presta a la población desplazada por la violencia. 
 
El Decreto 2562 de noviembre 27 de 2001 que reglamenta la Ley 387 de 1997 
establece para las entidades territoriales las siguientes obligaciones: 
 Garantizar la prestación del servicio público educativo a la población desplazada 
en niveles de preescolar, básica y media. 
 Efectuar las matriculas sin exigir los documentos que se requieren a los 
estudiantes que no estén en capacidad de presentarlos. 
 Adecuar instalaciones provisionales en la etapa de emergencia 
 Desarrollar programas de formación y  capacitación a docentes que atiendan la 
Población Desplazada 
 Garantizar el cupo en los establecimientos educativos para las personas 
desplazadas 
 El Decreto 2007 del 24 de septiembre de 2001, reglamenta parcialmente los artículos 7, 
17 y 19 de la Ley 387 de 1997, en lo relativo a la oportuna atención a la población rural 
desplazada por la violencia, en el marco del retorno voluntario a su lugar de origen o de 
su reasentamiento en otro lugar. 
 
Por su parte, el Decreto 250 del 7 de febrero de 2005, señala que el sector educativo 
debe con respecto a la población desplazada: 
 
 Fortalecer la prestación del servicio educativo en zonas de retorno y reubicación 
de Población Desplazada 
 Mejorar la calidad de la educación mediante el desarrollo de planes y programas 
de capacitación de docentes, que optimicen los procesos para la atención a la 
Población Desplazada. 
 
Con el decreto 250 de 2005, por el cual se expide el Plan Nacional para la Atención 
Integral a la Población Desplazada para la Violencia, en cumplimiento a lo señalado en 
el Art 9 de la ley 387 de 1997, el cual está estructurado de forma sistemática e integral 
de manera tal que mediante los principios orientadores y de intervención, señala los 
parámetros filosóficos y la naturaleza jurídica de las acciones institucionales; define los 
conceptos y competencia en cada una de las fases de la prevención y atención al 
desplazamiento; establece los alcances de la cesación de la condición del desplazado, 
regula los sistemas de información y seguimiento a las acciones definidas y determina 
un esquema institucional de respuesta integral. 
 
 
 
 
 5.5. MARCO TEÓRICO 
 
El marco teórico del presente trabajo de investigación lo constituyen el alcance y 
definición de los derechos fundamentales en sí, el estado de cosas inconstitucionales y 
adicionalmente lo que es el desplazamiento forzado y la existencia de una política 
pública estatal para atenderlo, para ello se hace referencia al siguiente desarrollo 
conceptual, antes de entrar a expresar teóricamente los argumentos que conciernen al 
tema sujeto objeto de estudio. 
 
5.5.1. Dinámica del desplazamiento forzado 
 
A raíz del conflicto interno, el desplazamiento forzado en Colombia se ha convertido en 
un fenómeno extremadamente complejo, dentro del cual existen diferentes modalidades 
de afectación de la población civil. 
La primera, que era la más frecuente al inicio del conflicto, es el despojo 
que se  entiende por  la acción por medio de la cual, aprovechándose de la situación de 
violencia, se priva arbitrariamente a una persona de su propiedad, posesión u 
ocupación, ya sea de hecho, mediante negocio jurídico, acto administrativo, sentencia o 
mediante la comisión de delitos asociados a la situación de violencia.  
La configuración del despojo es independiente de la responsabilidad penal, 
administrativa, disciplinaria o civil, tanto de la persona que priva del 
derecho de propiedad, posesión, ocupación o tenencia del inmueble, como 
de quien realiza las amenazas o los actos de violencia, según fuere el 
caso.  (LEY 1448/11 ARTICULO 74) 
 
En segundo lugar, encontramos el abandono forzado de tierras, que se entiende como 
la situación temporal o permanente a la que se ve abocada una persona forzada a 
desplazarse, razón por la cual se ve impedida para ejercer la administración, 
 explotación y contacto directo con los predios que debió desatender en su 
desplazamiento durante el periodo  1º de enero de 1991 y al término de vigencia de la 
Ley (Ley 1448/11 Articulo 74). 
 
El desplazamiento se ha venido  convirtiendo también en parte sustantiva de la 
estrategia de control político militar de los actores armados, que, en muchas ocasiones, 
tiene un carácter temporal. Sin embargo, el desplazamiento como estrategia ha tendido 
a convertirse en permanente, de manera que los actores armados buscan consolidar su 
dominio territorial para instaurar o controlar procesos de producción de cultivos ilícitos y 
garantizar el tráfico de armas e ingreso ilegal de divisas, entre otras. En muchos de 
estos casos, se produce una “sustitución de  la base social” de manera que la población 
desplazada es reemplazada por personas afectas al respectivo actor armado, y a ellas 
les son transferidos activos tales como tierra e inmuebles (FORERO, E. 2003) 
 
A las modalidades que se han descrito, se le puede sumar la de los desplazamientos 
temporales entre veredas de un mismo municipio, casos en los cuales la población 
adopta esta táctica como una manera de salvaguardar su vida y su seguridad, pero 
resistiéndose a un desplazamiento radical por parte de los actores armados que ejercen 
la amenaza. Finalmente, la más dramática de las nuevas modalidades de 
desplazamiento forzado la constituye el desalojo planeado de localidades enteras por 
parte de los actores armados, quienes obligan a las comunidades a trasladarse 
masivamente bajo su vigilancia y a permanecer en un sitio distinto al de origen 
(FORERO, E. 2003) 
 
5.6. MARCO JURISPRUDENCIAL 
 
Las disposiciones contenidas en los principios han sido consideradas por la Corte 
Constitucional como parte del bloque de constitucionalidad, y, por ende, elevadas al 
 rango de la Constitución Política de Colombia, en la medida en que recogen las 
obligaciones internacionales del Estado establecidas en los distintos tratados que en 
materia del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, del Derecho Internacional 
Humanitario y del Derecho Internacional de los Refugiados ha suscrito el Estado 
colombiano. Por consiguiente, estos principios tienen que ser aplicados a la situación 
de las personas desplazadas en el país. 
 
De conformidad con los pronunciamientos de la Corte Constitucional, los Principios 
Rectores de los Desplazamientos Internos se han convertido en un instrumento de gran 
importancia para precisar, por vía jurisprudencial, el alcance de los derechos de que 
goza la población en situación de desplazamiento, así como para establecer los niveles 
mínimos de satisfacción de los derechos humanos y fundamentales de las víctimas a 
los cuales está obligado el Estado colombiano. 
 
Nuestro tribunal constitucional, en varios de sus fallos, ha utilizado los Principios 
Rectores como instrumento orientador y de interpretación del alcance de los derechos 
de la población desplazada, así como de la responsabilidad y de las obligaciones del 
Estado. 
 
En efecto, mediante la Sentencia 1-327 del 26 de marzo de 2001, se determinó la 
obligación de los funcionarios públicos de "ajustar su conducta a lo previsto" en estos 
principios, los cuales, según el fallo SU 1150, del 30 de agosto de 2000, "deben ser 
tenidos como parámetros para la creación normativa y la interpretación en el campo de 
la regulación del desplazamiento forzado y la atención a las personas desplazadas por 
parte del Estado". 
Además, en la Sentencia T-268 del 27 de marzo de 2003, se estipuló que "el alcance de 
las medidas que las autoridades están obligadas a adoptar se determina de acuerdo 
con tres parámetros principales: (i) el principio de favorabilidad en la interpretación de 
 las normas que protegen a la población desplazada, (ii) los Principios Rectores del 
Desplazamiento Forzado Interno, y (iii) el principio de prevalencia del derecho 
sustancial en el contexto del Estado Social de Derecho". 
 
Con la Sentencia T-025 del 22 de enero de 2004, la Corte Constitucional declaró el 
Estado de Cosas Inconstitucional respecto de la situación de violación de los derechos 
fundamentales de las personas víctimas del desplazamiento forzado. Dicho 
pronunciamiento se tradujo en el reconocimiento formal de una problemática de gran 
magnitud, frente a la cual el Estado colombiano presenta unas limitantes de carácter 
técnico y presupuesta! que traen como consecuencia la necesidad de fortalecer cada 
día más las actuales políticas públicas en materia de protección y atención. 
 
Igualmente, en la Sentencia T-025, la Corte estableció que a la luz de la normatividad 
internacional y de los Principios Rectores "existen ciertos derechos mínimos de la 
población desplazada que deben ser satisfechos en cualquier circunstancia por las 
autoridades a los desplazados, puesto que en ello se juega la subsistencia digna de las 
personas en esta situación". En este sentido, precisó los deberes del Estado en relación 
con la protección de los derechos fundamentales de las personas en situación de 
desplazamiento y el papel de los Principios Rectores como documento de compilación e 
interpretación de las obligaciones internacionales establecidas en los tratados 
ratificados por Colombia. 
 
El conocimiento del contenido de los derechos constituye un elemento esencial tanto 
para la defensa de sus derechos y el goce efectivo de su derecho a la participación. En 
este orden de ideas y en desarrollo de lo establecido en la orden tercera del Auto 178 
de 2005, la difusión de los Principios Rectores pretende contribuir en parte a la 
superación del Estado de Cosas Inconstitucional declarado por la Corte. 
 Por lo anterior, y conscientes de que las disposiciones y políticas especiales en favor de 
los desplazados internos posibilitan que sus derechos no sean vulnerados o no sigan 
siendo vulnerados, el ACNUR y la Defensoría del Pueblo continúan en su esfuerzo de 
divulgar los Principios Rectores con el fin de propiciar la articulación de los mismos con 
las normas de carácter nacional y los instrumentos de la política pública, permitiendo 
así un mayor nivel de protección y realización de los derechos -humanos y 
fundamentales- de las personas en situación de desplazamiento forzado, es por eso 
que resulta importante citar los principios relativos a la protección de los desplazados. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 6. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
6.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
Esta investigación es de carácter descriptivo, porque se puede describir las 
características del problema. Y causal debido a que se observarán las causas y 
determinar las posibles soluciones, teniendo en cuenta el estudio de investigación. 
 
 
6.2. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
El método utilizado fue “análisis y síntesis”, teniendo en cuenta que se tomaron los 
conceptos doctrinales y jurisprudenciales, así como los pronunciamientos 
internacionales respecto del desplazamiento forzado y su efectividad para proteger los 
derechos fundamentales de esta población en la región del Chocó durante los años 
2011 a 2015. 
 
6.3. FUENTES DE INFORMACIÓN  
 
Las fuentes de información de la presente monografía, son secundarias, esto es, se 
buscaron los pronunciamientos judiciales y de ellos se extractó lo relacionado con los 
derechos fundamentales de la población desplazada en Colombia 
 
 
 
 
 6.4. RUTA METODOLÓGICA 
 
Una vez analizadas las principales características del desplazamiento forzado en 
Colombia, se revisará en este capítulo todo lo concerniente al desarrollo normativo 
nacional e internacional sobre el tema. Para ello, en primer lugar se presenta una 
síntesis de cuáles son y por qué se violan los derechos humanos, el derecho 
internacional humanitario y los derechos fundamentales consagrados en la Constitución 
Política de Colombia a la población del departamento del Chocó y a la población 
desplazada en general en Colombia cuando se ve obligada a desplazarse dentro de los 
límites del País por causa de la confrontación armada. Posteriormente, se revisan los 
mecanismos de protección y atención desarrollados internacionalmente y, con base en 
preguntas sencillas, muy comunes entre la población desplazada y las organizaciones 
que los apoyan y atienden, se desglosan los componentes más importantes de la 
normatividad colombiana con respecto a la protección y atención de personas y familias 
desplazadas. 
 
Cuando se habla de derechos humanos, el referente normativo inmediato es, en 
principio, la Declaración Universal de los Derechos Humanos aprobada y proclamada el 
10 de diciembre de 1948 por la Asamblea General de las Naciones Unidas. Por esa 
razón, a continuación se revisa la situación que afrontan los desplazados de Colombia 
con respecto a esta Declaración*. 
 
La violación del derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad (Artículo 3 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos). Porque la población desplazada no 
                                                             
* De acuerdo con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, Adoptada y proclamada por la Asamblea 
General en su Resolución 217 A (III), del 10 de diciembre de 1948. 
 
 es libre para escoger el sitio de residencia y, sobre todo, porque no existe quién brinde 
la seguridad e impida actos violentos en contra del amenazado o de su familia. 
La violación del derecho a no sufrir penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes 
(Artículo 5 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos). Porque obligar a 
una persona, familia o comunidad a salir de su territorio, de su lugar de residencia y de 
su hábitat es un trato cruel y degradante. 
 
La violación del derecho a no ser arbitrariamente desterrado (Artículo 9 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos). Mención explícita a la prohibición del 
desplazamiento forzado. 
 
El derecho a que se le respete su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia (Artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos). 
Violación a este derecho a tantos desplazados que han sido sacados a la fuerza de sus 
propias residencias. 
 
Violación del derecho de toda persona a circular libremente y a elegir su residencia en 
el territorio de un Estado (Artículo 13 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos). Porque esto es precisamente lo que los grupos armados impiden a los 
desplazados. 
 
En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, 
en cualquier país (Artículo 14 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos). 
Derecho que debe ser garantizado por los países vecinos y sistemáticamente verificado 
por ACNUR, sobre todo cuando los desplazados colombianos que cruzan las fronteras 
no desean regresar. Muchos de los conflictos y roces con los países vecinos con 
respecto al tema de los colombianos que cruzan las fronteras huyendo de la violencia, 
 tienen que ver precisamente con el derecho al asilo, a la protección y a la atención que 
debe ser brindada por los países receptores en los momentos de emergencia, pero 
también en las ocasiones en que los desterrados solicitan formalmente el asilo. 
Violación del derecho a la propiedad, individual y colectiva. Nadie puede ser privado 
arbitrariamente de su propiedad (Artículo 17 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos). Por los intereses económicos o geoestratégicos que están en 
juego, la propiedad es lo primero que pierden los desplazados. 
 
El desplazamiento viene asociado en muchos casos con la violación del derecho a la 
libertad de reunión y de asociación pacíficas. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a 
una asociación (Artículo 20 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos). 
Como se ha mencionado, buena parte de los desplazados son expulsados de sus sitios 
de residencia porque participan en actividades sociales o gremiales, porque venden sus 
productos en establecimientos comerciales, porque se han encontrado con 
combatientes, porque forman parte de ONG o de organizaciones de defensa de los 
derechos humanos o de protección al medio ambiente o de mujeres, etc. También 
muchos huyen o son expulsados por negarse a colaborar con uno u otro grupo armado. 
 
El derecho al trabajo y a la libre elección de su profesión, oficio o actividad económica 
(Artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos). Nuevamente 
violado en el momento en que la persona se ve obligada a salir de su lugar de 
residencia. 
 
El derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y 
el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y 
los servicios sociales necesarios; asimismo, el derecho a los seguros en caso de 
desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus 
medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad Artículo 25 de 
 la Declaración Universal de los Derechos Humanos). Las personas al verse forzadas a 
salir de sus lugares de residencia habitual pierden rápida e inexplicablemente los 
medios que tenían para asegurar un nivel de vida adecuado para sus familias. El 
acceso a los servicios de salud, la fuente de sus ingresos económicos, sus viviendas y 
los servicios sociales básicos a los cuales tenía acceso en su comunidad de origen, son 
abandonados y muy pocas veces recuperados en los nuevos lugares de residencia. 
 
La violación del derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo 
concerniente a la instrucción elemental y fundamental (Artículo 26 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos). El desplazamiento de grandes cantidades de 
niños, niñas y jóvenes provoca la pérdida de su vinculación a la formación brindada en 
los colegios y escuelas de sus lugares de origen. Pierden un tiempo importante, a veces 
nunca recuperado, en su formación escolar. 
 
LA PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS DE CONFLICTOS ARMADOS NO 
INTERNACIONALES* 
 
El Derecho Internacional Humanitario (D.I.H.) protege, mediante el Protocolo II de 1977 
adicional a los Convenios de Ginebra, a la población no combatiente que pueda verse 
afectada por un conflicto interno. En consecuencia, debe entenderse que se aplican a la 
población víctima del desplazamiento forzado en los términos que entran a explicarse: 
 
 Ya se ha mencionado que el Artículo 4 sobre las Garantías Fundamentales 
presentes en el Protocolo II no menciona explícitamente el caso del 
desplazamiento. No obstante, el artículo 17 de la Declaración Universal de los 
                                                             
* El Protocolo II de 1977. Adicional a los Convenios de Ginebra. 
 
 Derechos Humanos se refiere explícitamente al desplazamiento, en los 
siguientes términos: 
 
"1. No se podrá ordenar el desplazamiento de la población civil por razones 
relacionadas con el conflicto, a no ser que así lo exijan la seguridad de las personas 
civiles o razones militares imperiosas. Si tal desplazamiento tuviera que efectuarse, se 
tomarán todas las medidas posibles para que la población civil sea acogida en 
condiciones satisfactorias de alojamiento, salubridad, higiene, seguridad y alimentación. 
2. No se podrá forzar a las personas civiles a abandonar su propio territorio por razones 
relacionadas con el conflicto". 
 
Ni la población civil, ni las personas civiles serán objeto de ataque militares. Quedan 
prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la 
población civil (artículo 13 del Derecho Internacional Humanitario). Una de las mayores 
causas de desplazamiento interno son las amenazas directas a personas o a grupos 
humanos por parte de los grupos armados. 
 
Está prohibido, como método de combate, hacer padecer hambre a las personas 
civiles. En consecuencia, se prohíbe atacar, destruir, sustraer o inutilizar con ese fin los 
bienes indispensables para la supervivencia de la población civil, tales como los 
artículos alimenticios y las zonas agrícolas que los producen, las cosechas, el ganado, 
las instalaciones y reservas de agua potable y las obras de riego (Artículo 14 del 
Derecho Internacional Humanitario). La inmovilización de población civil, el control, 
recorte o decomiso de los bienes alimenticios, así como el daño a las cosechas, a las 
instalaciones de acueducto y el robo del ganado están muy ligados a los eventos que 
generan el desplazamiento forzado de muchas comunidades, familias y personas. 
 
 
 Cuando la población civil esté padeciendo privaciones extremadas por la falta de 
abastecimientos indispensables para su supervivencia, tales como víveres y suministros 
sanitarios, se emprenderán, con el consentimiento de la Alta Parte contratante 
interesada, acciones de socorro en favor de la población civil, de carácter 
exclusivamente humanitario e imparcial y realizadas sin distinción alguna de carácter 
desfavorable (Artículo 18 del Derecho Internacional Humanitario). Acciones que ha 
tenido que emprender el Estado colombiano, el Comité Internacional de la Cruz Roja, la 
Iglesia y algunas organizaciones internacionales en múltiples ocasiones en las cuales 
los grupos armados han bloqueado el acceso de alimentos y víveres básicos a las 
comunidades. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 7. PROPUESTA 
 
 
 Dentro de nuestra labor administrativa, es necesario ser veedores de las políticas 
implementadas por parte del Gobierno Nacional y mecanismos internacionales 
con respecto a los beneficios de la población desplazada, ya que ellos 
desconocen sus derechos y por lo tanto, sufren consecuencias de todo tipo en su 
desarrollo como individuos y familia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 8. CONCLUSIONES 
 
 
Lamentablemente sigue presentándose la génesis del desplazamiento forzado en el 
Departamento del Chocó y crudamente el gobierno Nacional y Departamental aunque 
tienen conocimiento de los derechos y deberes de esta población vulnerable, no está 
dando un óptimo seguimiento y ayuda continúa par que puedan prontamente reiniciar 
sus vidas en todos los aspectos (social, económico, emocional, familiar, manejo del 
duelo, entre otros). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 9. RECOMENDACIONES 
 
 
 
 Seguimiento, veeduría y actualización continua a funcionarios públicos que están 
encargados de la protección a desplazados en nuestro Departamento. 
 Implementación constante de medidas ejercidas en otros países con respecto a 
este tema. 
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